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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 14 de mayo de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Soria, Pettigiani, Kogan, Hitters, de Lázzari, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 92.585, "Gregorini, José Antonio y otros contra Barrios, Delia Noemí. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul confirmó el pronunciamiento que había rechazado la demanda al hacer lugar a la excepción de prescripción.


Se interpuso, por la actora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


I. La Cámara confirmó el decisorio que había acogido la defensa de prescripción.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


La interrupción de la prescripción causada por la demanda se tendrá por no sucedida si el demandado desiste de ella, retrotrayéndose el inicio del cómputo del plazo al momento del acaecimiento del hecho, que en el caso fue 15 de mayo de 1999 (fs. 139).


Aun admitiendo que el beneficio de litigar sin gastos puede ser interruptivo del curso de la prescripción, el presente no tuvo esa aptitud respecto a la acción que aquí se intenta por cuanto el desistimiento de la acción fue posterior a su promoción (fs. 139).


El desistimiento del principal recortó el objeto y sujetos del beneficio, lo que responde al principio de especificidad según el cual la carta de pobreza sólo puede tener efectos con relación a un proceso concreto (fs. 140 vta.).


El instituto de la dispensa de la prescripción cumplida, por reglar situaciones excepcionales es de interpretación restrictiva, no dándose en el caso un supuesto de caso fortuito o fuerza mayor con relación al establecimiento e identificación de los herederos de una de las víctimas del accidente ni de quien era el titular registral del vehículo (fs. 141 vta.).


II. Contra esta decisión se alza la parte actora, denunciando la conculcación de los arts. 3980, 3981, 3983, 3986 del Código Civil, y de la doctrina legal que cita.


Expone en suma que:


1) La deducción del beneficio de litigar sin gastos interrumpe la prescripción (fs. 147/147 vta.).


2) La acción incoada en estos autos y en sus antecesores es única, lo que ha fundamentado el oportuno pedido de acumulación de procesos, complementándose ambos expedientes, siendo el daño reclamado uno solo impetrado en dos procesos distintos (fs. 147 vta.).


3) Aún cuando la interrupción de la prescripción a causa de la demanda caduque en todos sus efectos con la resolución que decreta la perención del expediente principal, no ocurre lo mismo con los trámites del beneficio de litigar sin gastos solicitado conjuntamente, por lo que culminadas esas actuaciones en una sentencia, sus efectos se extienden al nuevo proceso que se promueve (fs. 149).


4) La pretensión está plenamente vigente, siendo el desistimiento del proceso parcial y limitado, incurriendo en error la Cámara al valorar el desestimiento parcial de esta parte como abarcativo de la demanda de beneficio de litigar sin gastos (fs. 149).


5) Hubo una dispensa de la prescripción cumplida por cuanto la parte actora recién tomó conocimiento en el mes de abril de 2002 de la existencia e identidad de la excepcionante y demandada Delia Barrios y de la aseguradora La Buenos Aires Cía. de Seguros al tomar contacto visual con otros expedientes (fs. 150 vta.).


6) Todo demuestra la verdadera intención de litigar contra los accionados, siendo la propia demandada quien con su propio accionar omisivo se ha beneficiado con los efectos de la prescripción al evitar ser notificada como heredera de Juan Pablo Barrere, carácter que luego expresamente asume tanto en el beneficio de litigar sin gastos como al incoar su pretensión (fs. 151 vta./152).


III. Entiendo que el recurso es fundado, en razón de las particularidades que ostenta la presente causa.


En autos se debate la responsabilidad de los protagonistas de un lamentable accidente en el que participaran varios vehículos.


Inicialmente, José Antonio Gregorini, Claudia Andrea Gregorini y Marcela Carina Gregorini dirigieron su pretensión contra Victoriano Elissondo, María Concepción Plorutti, Hijos de Ignacio Elissondo S.R.L., Rubén Oscar Elizondo, sucesores de Juan Pablo Barrere y/o titular propietario, usuario y/o responsable de la pick up Toyota dominio WDY‑166 al día del accidente (15‑V‑1999), expediente nro. 29.657.


A fs. 112 se adjunta copia de la constancia registral (el original está en el beneficio de litigar sin gastos) donde el vehículo señalado tenía denuncia de venta a favor de Delia Noemí Barrios. A fs. 118 se pide la citación edictal del conductor Juan Pablo Barrere, siendo ella rechazada por entender el judicante que debía promoverse el sucesorio por el acreedor.


Finalmente a fs. 123 se desiste del proceso con relación a "sucesores de Juan Pablo Barrere y/o titular, propietario, usuario y/o responsable de la pick up Toyota dominio WDY 166 al 15 de mayo de 1999 y de su denunciada aseguradora la Ibero Platense Cía. de Seguros S.A.". Tal desistimiento se formula en fecha 20 de marzo de 2001, continuándose la acción principal contra los demandados primigenios.


En fecha 7 de marzo de 2000 los aquí actores habían promovido beneficio de litigar sin gastos contra quienes fueran accionados originariamente, ampliando a fs. 13 la pretensión contra herederos de Juan Pablo Barrere, titular registral de la Toyota, y la Ibero Platense Seguros. Tal extensión se produjo el 26 de marzo de 2000. A fs. 33 se precisa el carácter de la legitimación pasiva en virtud de los informes registrales, expresando que la misma se dirige, en lo que aquí nos ocupa, contra sucesores de Juan Pablo Barrere y/o titular, propietario, usuario, y/o responsable de la pick up Toyota dominio WDY‑166. El cargo informa la fecha: 18 de setiembre de 2000.


Luego de las testimoniales de rigor, en fecha 16 de marzo de 2001 se otorga la carta de pobreza para litigar contra Ruben Oscar Elizondo, Victoriano Elissondo, Hijos de Ignacio Elissondo S.R.L. y Provincia Seguros S.A.. Nada dice el resolutorio sobre los restantes codemandados, ni la accionante peticiona sobre su inclusión.


Finalmente en fecha 3 de mayo de 2002 se promueve la presente acción, la que se dirige por los demandantes contra Delia Noemí Barrios en su calidad de sucesora de Juan Pablo Barrere y dueña o guardiana del vehículo que el mismo condujera en el evento.


Lo que toca decidir en autos es si la promoción del mentado beneficio ha tenido la virtualidad de interrumpir la acción promovida contra Barrios y, en caso negativo, si procede en autos otorgar la dispensa de la prescripción cumplida.


Sabido es que el art. 3986, primer párrafo, del Código Civil establece que la prescripción se interrumpe por demanda contra el poseedor o deudor, aunque fuera interpuesta ante juez incompentente o fuere defectuosa y aunque el demandante no haya tenido capacidad legal para presentarse en juicio.


Así, no puede considerarse interrumpida la prescripción por la deducción de la pretensión contra los restantes colegitimados pasivos en el expediente 29.657, toda vez que conforme lo destacara este Tribunal, en las obligaciones in solidum los vínculos que unen al acreedor con cada deudor son totalmente independientes y no opera la interrupción de la prescripción contra alguno de ellos por la deducción de la demanda respecto del restante, debiéndose a tales efectos dirigir el reclamo en forma concreta a cada deudor, principio que cedería únicamente ante un error de hecho excusable (conf. causa L. 60.643, sent. del 2‑V‑2001, "D.J.B.A." 161‑7).


De tal manera, sólo cabe analizar la pertinencia a los efectos deseados por el actor, del pedido de otorgamiento del beneficio de pobreza.


En este orden de ideas, esta Corte ha expresado que la deducción del beneficio de litigar sin gastos interrumpe la prescripción (conf. Ac. 42.842, sent. del 25‑IX-1990, "Acuerdos y Sentencias", 1990‑III‑438; Ac. 80.352, sent. del 17‑X‑2001); a lo que debe sumarse que la interrupción producida por la demanda se prolonga, cualesquiera sea luego la rapidez o continuidad del trámite, en toda la duración del proceso (conf. L. 56.180, sent. del 5-IX-1995, "Acuerdos y Sentencias", 1995‑III‑445; Ac. 80.352, sent. del 17‑X‑2001).


Ahora bien, debe analizarse cuál es el efecto que cabe asignarle a la mentada promoción, cuando, pese a la expresa ampliación del mismo contra "herederos de Juan Pablo Barrere", la resolución que la admite no los incluye.


El a quo interpretó que el desistimiento del principal con relación a los mentados ‑posterior a la promoción del beneficio‑ recortó su objeto y sujetos, por lo que el mismo no resulta hábil para la interrupción de la prescripción.


Sabido es que el fundamento de la institución es la preservación del principio de defensa en juicio, toda vez que se concede a ciertos litigantes la posibilidad de actuar en juicio sin tener que afrontar las costas.


Su concesión puede solicitarse antes de presentar la demanda. Pero no es un trámite autónomo en el sentido de que reconozca un fin en sí mismo. Tiene una simple finalidad instrumental, presupone siempre un proceso abierto o a iniciarse (conf. Morello, Mario Augusto, Sosa, Gualberto, Berizonce, Roberto "Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación", Ed. Librería Editora Platense‑Abeledo‑Perrot, 1985, Tº II‑B, pág. 264).


Y es justamente el último aspecto destacado, lo que brinda a mi juicio la solución jurídica del caso.


En efecto, si la carta de pobreza puede iniciarse antes de la acción principal, si su finalidad instrumental conlleva la presunción de un juicio en trámite o a iniciarse después, el desistimiento del proceso ‑que no impide la promoción de un nuevo pleito (art. 304, C.P.C.C.)‑ sería asimilable al supuesto de carta de pobreza incoada con anterioridad a la promoción de la pretensión principal.


De tal manera, resulta plenamente aplicable en autos la citada doctrina de este Tribunal que indica la aptitud interruptora del curso de la prescripción de la mera deducción del beneficio de litigar sin gastos, sin que tenga incidencia que en el fallo que lo acoge no se haga mención a "herederos de Juan Pablo Barrere", pues, no causando estado ni cosa juzgada formal el mismo, nada impedía a la parte la continuación del trámite contra los mismos, existiendo instancia abierta a su respecto, y en consecuencia, prolongándose su efecto interruptivo.


Ello así, toda vez que también esta Corte ha señalado que para interrumpir la prescripción de la acción basta cualquier gestión judicial que ponga de manifiesto la actividad del acreedor y su intención de mantener vivo el derecho y no dejarlo perder (art. 3986, Cód. Civ.; conf. Ac. 38.918, sent. del 16‑II‑1988, "Acuerdos y Sentencias", 1988-I-74, "D.J.B.A.", 1988‑134‑194, "El Derecho", 128‑384, "La Ley", 1988‑C‑476).


En tal orden de ideas, afirmándose que la interrupción de la prescripción producida por la iniciación del pedido de litigar sin gastos subsiste hasta notificarse la sentencia que deniega el beneficio, esa decisión no es equiparable a la absolución definitiva, pues no recae sobre el fondo de la acción indemnizatoria (conf. Bueres, Alberto, Higthon, Elena "Código Civil", Ed. Hammurabi, Tomo 6 B, pág. 702, C.N.Fed. Cont. Adm., Sala III, 7-VII-1988, "La Ley" 1990-B-62), con mayor razón la promoción del mentado incidente, en el que acogiera la petición tiene tal efecto.


Por lo que cabe concluir, en virtud de lo antes dicho, que al momento de promoción de la demanda contra Delia Noemí Barrios no se había cumplido el plazo que estatuye el art. 4037 del Código Civil.


Si lo que dejo expuesto es compartido deberá hacerse lugar al recurso interpuesto y, en consecuencia, rechazarse la excepción de prescripción opuesta con costas (art. 69, C.P.C.). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, integrado como corresponda, se aboque al tratamiento de las cuestiones pendientes (art. 289, Cód. citado).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Adhiero al voto de mi distinguido colega, doctor Genoud, cuya solución se ajusta a la interpretación restrictiva del instituto de la prescripción, en virtud de la cual, en caso de duda, debe estarse a la solución más favorable a la pervivencia de la acción (Ac. 63.359, sent. del 10-III-1998).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Habré de discrepar con los distinguidos colegas que me preceden en la votación.


En mi opinión, el recurso no puede prosperar.


Coincido con los Ministros preopinantes en la virtualidad interruptiva del beneficio de litigar sin gastos respecto del curso de la prescripción de la acción que da sustento a la causa principal.


Pero observo que las contingencias procesales de este expediente ‑como claramente se señala en el fallo de la Cámara‑ impiden que este efecto tenga lugar.


Adquiere para mi postura especial relevancia el hecho de que el beneficio de litigar sin gastos no constituya un proceso independiente. Tal como se indica en el voto respecto del cual planteo esta disidencia ‑con cita de la obra de Morello y colaboradores‑, este trámite no tiene un fin en sí mismo, es simplemente instrumental y presupone siempre la existencia de otra causa, principal, a la cual ‑como normalmente ocurre con los incidentes‑ se encuentra subordinado.


Y, agrego, se trata de un incidente que debe ser planteado siempre en relación con un juicio determinado (ya que de la entidad de éste podrá estimarse la importancia de los gastos causídicos que habrá de irrogar) y siempre debe darse intervención a quien habrá de ser la contraparte para que pueda ejercer su derecho de defensa.


Ahora bien, en los presentes actuados existió un pedido de beneficio de litigar sin gastos que tuvo entre los sujetos demandados a los herederos de Juan Pablo Barrere y/o titular de la pick up Toyota dominio WDY 166 y su aseguradora (ver fs. 13 del incidente agregado por cuerda) realizado el 23 de marzo de 2000 con el fin de obtener esa franquicia para reclamar por los daños y perjuicios que tales sujetos pudieran estar obligados a reparar a los actores a causa de un accidente de tránsito.


Tal pedido ‑que considero incluido en el amplio concepto de "demanda" del art. 3986, Código Civil.‑ tiene efecto interruptivo de la prescripción contra los sujetos señalados, pero sólo con la condición que plantea el art. 3987 del mismo digesto, esto es, que el demandante no desista de ella.


Pues bien, en la causa principal ‑juicio por daños y perjuicios‑ obra el desistimiento hecho por el actor respecto del proceso en relación a los mismos sujetos arriba indicados con fecha 20 de marzo de 2001.


La naturaleza dependiente del trámite del beneficio de litigar sin gastos respecto del proceso principal así como el carácter personal de la franquicia relativa a ciertas y determinadas personas me llevan a sostener, como única conclusión lógica, que el desistimiento de la pretensión principal de daños contra los herederos de Juan Pablo Barrere y/o titular de la pick up Toyota dominio WDY 166 y su aseguradora importa también el desistimiento de la petición ‑insisto, accesoria y subordinada‑ del beneficio de litigar sin gastos contra los mismos sujetos dado que sin el marco procesal principal, ningún sentido tiene el pedido de la franquicia para litigar contra ellos.


Por otro lado, entiendo que también ese ha sido el criterio tanto de las partes como de la judicatura interviniente en el incidente de marras, desde el momento que los sujetos respecto de los que se desistió la pretensión principal no fueron citados a intervenir en el trámite de concesión del beneficio (cédulas de fs. 41/45 del incidente) y, finalmente, la sentencia que lo resuelve no los incluye (ver fs. 53).


De allí entonces que la interrupción de la prescripción que operó el 23 de marzo de 2000 se tuvo por "no sucedida" a raíz del desistimiento del beneficio causado necesariamente por el desistimiento del proceso principal realizado el día 20 de marzo de 2001.


Y todo ello trae como consecuencia que al momento de plantearse la demanda respecto de la señora Barrios ‑madre del señor Barrere fallecido en el accidente‑ y propietaria de la Toyota dominio WDY 166 el día 3 de mayo de 2002, la acción que contra ella nació el día del siniestro (15 de mayo de 1999) se encontraba prescripta.


Tal ha sido ‑asimismo‑ la médula del razonamiento de la alzada.


Frente al mismo, los argumentos que vierte el quejoso no pasan de la exposición de su personal parecer que, por respetable que sea, no resulta suficiente para evidenciar la transgresión normativa que justifica el actuar casatorio de esta Corte (art. 279, C.P.C.).


En lo que respecta a la otra defensa planteada, esto es, la "dispensa de la prescripción" motivada en "dificultades o imposibilidades de hecho" a tenor de lo que prescribe el art. 3980 del Código Civil, considero que los argumentos de la Cámara no encuentran idónea impugnación en el escrito recursivo.


Concretamente allí se señaló que ante la alegada imposibilidad o dificultad de conocer quiénes serían los herederos de Barrere o los propietarios del vehículo aludido o bien su aseguradora, el juez del proceso principal dispuso la necesidad de recurrir a la vía del sucesorio, frente a lo cual se desistió del proceso a su respecto. No existe argumento alguno que permita considerar a la vía señalada por el magistrado como una de las circunstancias que contempla el citado art. 3980 del Código Civil, dado ‑además‑ el criterio restrictivo con el que las mismas deben ser analizadas.


A ello agrego que ya a fs. 26/ 27 del beneficio agregado luce un informe donde se indica que respecto del vehículo de marras se inscribió una denuncia de venta el 26 de octubre de 1998 derivada de la compra que del rodado hace la señora Delia Noemí Barrios, datos que son aportados en el expediente el 18 de septiembre de 2000 (ver cargo del escrito de fs. 133 en el incidente) por la misma parte que hoy alega que recién se enteró en abril de 2002 (fs. 150 vta.) de la identidad de la dueña del vehículo.


Por todo lo expuesto, entiendo que la resolución de la Cámara es ajustada a derecho y el recurso de los actores no demuestra las violaciones normativas alegadas.


Voto, en suma, por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votó la cuestión planteada también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto de mi colega, el doctor Pettigiani.


En efecto, no habiéndose demostrado el error de hecho excusable que permitiría soslayar el carácter personal del cómputo de la prescripción y de los actos interruptivos de la misma (arg. doct. causas L. 44.675, sent. del 18-XII-1990; L. 60.643, sent. del 2‑V‑2001), no queda más remedio que confirmar lo decidido por el a quo.


Voto por la negativa. 


El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión planteada también por la afirmativa.

El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (arts. 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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